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annles de amparo al formular el escrito de formalización de la casación.
Los motivosscgundo y tercero se formulaban al amparo del art. 849.1
de la L.E.Crirn., por vulneración de lo dispuesto, respectivamente, colos
arts. 359 y 394.3 dt~1 Código Penal, por no resultar probados determina­
dos h<.'c1105; el cuarto motivo, también al amparo del arto 849.1 de la
L.E.Crim., se fundaba en la aplicación indebida del 3rt. 14 del Código
Penal, por no deducirse de los hechos probados que los recurrentes
hubieran sido autores de los delitos por los que fueron condenados. Pues
bien, los tres motivos furon rechazados por la Sala Segunda en
ponderada y razonada aplicación de la Ley, de manera acorde con la
propia finalidad de las causas 3.u y 4.<1 dcl art 884 de la LE.Crim. En
efecto, l.'n la resolución impugnada, la Sala ha considerado, en aplicación
de una constante y uniforme linea jurisprudencial dc la propia Sala, de
una parte, que no podian .aceptarse los motivos segundo y tercero al no
respetar la verdad furmal de los hechos declarados probados en la
Senll'ncia de la Audiencia Provincial; de otra, que también era inadmísi·
blc el motivo cuarto, al omitir la exposición de los fundamentos
doctrinales y legales en que el motivo se apoya, como exige el arto 874
de la L.E.Crim. Es claro. pues, que la inadmisión de los citados motivos
de casación no se ha basado en formalísmos injustificados que priven al
recurrente de la tutela judicial, sino en el incumplímiento por el
recurrente de determinados requisitos que afectan a la propia escneia del
reCurso de casación por infracción de Ley, por lo que la ¡nadmísión del
recurso así decretado no supone infracción constitucional alguna.

4. Otra es la situación en lo que se refiere al primer motivo de
C;;ls'H.:ión. Este, formulado al amparo del art. 849.2 de la L.E.Crim., por
falta de aplicación del art 24.2 de la Constitución -derecho a la
presunción de inoccnda- fue inadmitido en aplícación del art. 884.4 de
la LE.Crim., por no utilizar la vía casacional abierta por el art. 5.4 de
la LO.P.J., así" como por quebrantar el principio de unidad de
alegaciones al no haber mencionado el recurrente, al preparar el recurso,
la infracción constitucional luego aducida en el escrito de interposición
del recurso. Pero es indudable que el criterio de inadmisión en los
términos expuestos no se acomoda a las exigencias interpretativas de los
'requisitos procesales del recurso de casación penal impuestos por el
derecho fundaméntal a la tutela judicial efectiva.

En efecto, y como hemos expuesto en una larga serie de Sentencias
(osi. 185/1988• .69/1990 y 98/1991). el hecho de que en el orl. 5.4 de la
LO,P.J. se consigne expresamente la infracción del precepto constitucio­
nal como fundamento del recurso de casación, no significa ni la
sustanciación como categoría especifica de un recurso de casación
distinto, ni consiguientemente la incompatibilidad de la incorporación
al ámbito de la casación penal de la vulneración de derechos fundamen­
tales mediante los cauces previstos en los nums. 1 y 2 del art. 849 de la
L.E.Crim., de manera que (como. también ha señalado repetidamente
este Tribunal) la normativa existente sea interpretada en el sentido más
f..1vorablc para la efectividad del derecho a la tutela judiciaL

Sala Segunda, Sentencia 241/1991. de 16 de diciembre
de /991. Recurso de amparo 604/1989. eOll/ra SeutenCÍa
del Tribunal Supremo, dIctada cn recurso dc casación
evll/ra Sel/tc'I1CÍa de Audiencia Territorial de Barcclona, Cl/
autos sobre protección eiril de los derechos al honor, a la
imilllidad ya la propia imagcn. Vulncración del dcreeho a
la lUIda judicial (/éetira: apreciación indebida dc un ricio
de iIlCO/1/pc!C'/lCia incxis!el/lc por llC'gar al I'ccuITcnlecl
e}crcicio de la {f(CiÚff de protección CÍril de los dcrechos
reconocidos, en el arlo 18./ dc la CE.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio L1orentc, Prcsident('~ don Eugenio Díaz Eimil, don
Mitud Rodríguez~Piñcroy Bravo·Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de, los Moz?s, don Alvaro Rodríguez Bercijo y don José Gabaldón
Lopo, Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo numo 604/1988, promovido por don Carlos
Lorenzo Pcnalva de Vega, representado por el Procurador don Carlos
Zulucta Ccbrián, y asistido de la Letrada dolia Roser Rafols Voves,
contra la Sentencia. de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 23 de
febrero ,tlt.' 1l.l89, dlctad~ en recurso de casación 1.365/1987, contra la
Scntcnc13 de la Sala Prlmcra de la Audicnna Territorial de Barcelona
dl.' 8 de julio de 1987, en autos sohre protccClón civil de los derechos al
hO.IH!r, a la .intimidad y a la propia imagen. Han comparecido el
MllllS!eno Fiscal y el Procurador don Eduardo Morales Price en
nombre y representacíón de «Ediciones Primera Plana, Sociedad .Ánó-

Por otro lado, la inadmisión del citado motivo de casación se h¡
basado en la apli<:ación del llamado principio jurisprudencial de unidac
de alegaciones en las dos fases de preparación e interposición de
recurso, lo que representa (cuando la casación se funda en la infracdór
dc preceptos constitucionales) un obstáculo adicional e innecesario pan:
\.'1 efectivo acceso al recurso, tal como ha afirmado este Tribuna
constitucional cn la doctrina antes citada. Al respecto, es preciso reiterar
una vez m,ís, que resulta desproporcionada, en cualquier caso, 1"
<;anclón de ¡nadmisión del motivo aparejada a la falta de re1erenciz
específica en e! escrito de preparación del derecho constitucional a h:
p"lcsunción de inocencia cuando en dicho escrito se había sin embargc
manifestado la intención de utilizar el recurso de casación por infracción
de Ley al amparo de los nums. 1.° y 2.° del art. 849 de la L.E.Crim. y en
el escrito de interposición se razonó suficientemente la pretensión
cJ5<Jciollal basJda en la infraccién de normas constitucionalc~

(SSTC 18511988 y 69/1990). En este sentido, la cita de precepto~
constituciona1cs en d escrito de interposición del recurso -en este case
el de! art. 24.2: Drrecho a la presunción de inocencia- no puede tenC'1
un electo peljudicial sobre e! derecho a recurriT (por todas, STC
57/1l.l86).

FALLO

En atención a toJo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AmüRIDAlJ QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
L',PANOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente el recurso de amparo interpuesto por don
Tcod<.:ro GacLón Salgado y don Francisco Arenas Padilla y, en conse­
cuencia:

l. él Declarar la nulidad del Auto de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo de 24 de noviembre de 1988, dictado en el recurso de casación
núm. 1.934/19S7, t'n cuanto inadmite el primero de los motivos de
dicho recurso.

? o Retrotraer las actuaciones al momento inmediatamente ante­
rior al de dictar dicho Auto.

3.° Reconocer a los demandantes de amparo su derecho a la
admisión a trámite del primero de los mot'ivos de casación formulado
y a que la Sala Scgunda del Tribunal Supremo se pronuncie sobre el
mismo en Sentencía.

Publíquesc esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a doce de diciembre de mil novecientos noventa y
uno.-Francisco Tomás y Valientc.-Fcrnando García-Mon y Gonzálcz­
RegucraL-Carlos de la Vega Benayas.-lcsús Leguina ViIla.-Luis López
Guerra.-Viccnte Gimeno Sendra.-Firmado y rubricado.

nlllla», dOlla Mcrcedes Conesa Gonnílcz, don José Martí Gómez, don
Santiago Miró Fernándcz y don Ginés Vívancos Samper, con la
asistencia letrada de don Francisco Abcllanet Guíllot. Ha sido Ponente
el Magistrado don Alvaro Rodríguez Bcreijo, quien expresa el parecer de
la Sala.

l. Antecedentes

1. Mcdianti: escrito presentado en el Juzgado de Guardia de los de
Madrid, d 31 de marzo de 1989, y rcgistr.ado en este Tribunal el día 3
de abril siguientc, don Carlos de Zulllcta Cebrián, Procurador de los
Tribunales y de don ClrlOS Lorenzo Penalva de Vega, interpuso recurso
de amp.lro contra la Scntencia de];:1 Sala -Primera del Tribunal Supremo
de 23 de febrero de 1989, dictada en recurso de casación, contra la de
la Sala Prímera de la Audiencia Territorial de Barcelona, de 8 de julio
de 1987, en procedimiento incídcntal sobre el derecho fundamental al
honor, a la intíll1id,ld pcrsonal y a la propia imagen.

2. Los hechos de los que trae causa la presente demanda de
amparo. según se exponen en 13 misma, son, en síntesis, los siguientes:

a) El ahora recurrente en amparo ocupaba el cargo de Magistrado
del Juzgado de Primera..J:nstancia núm. 6 de Barcelona, cuando, en 198\
se inició contra él un procedimiento penal por delito de cohecho, que
concluvó con Sentencia condenatoria.

Duí'ante la tramitaCÍón del procedimiento. el diario de información
((El Periódico» publicó varios articulas en los que se le imputó que el
caso en el que sc hallaba comprometido «(se complica con prostitución.
tráfico de drogas y divisas»; que, bajo el subtítulo {(Madama de lujo»,
((Jll<lnticne rclaciones con su empleada e..) ambos se citan en el
apartamento de la calk~ del Barre, 38 (... ) propiedad de (... ) implicada en
negocios de prostítucióJ1»; que K .. nuevos delitos se suman al dosiem;
que K .. la amistad entrc la madama y el Magistrado viene de antiguo.
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y d Magistrado ha utili7ado a la dama parad tráfico de divisas y picdras
preciosas}).; y otras imputaciones más. Adcm.ís. se puhlicó f,in su
autorización su fotografía en una fiesta privada, hahiendo sido obtenida
la misma ron cngano, y publicada con la úmca inlcn<..>ión de mofarse,
como así se deduce del pie con que se acampana.

b) Presentada la correspondiente demanda contra !,l cl1l\))'\:'\;l
editora del pcrióqico y otros, por atentado gravísimo contra el d('[ccLo
<tI honor, la intimidad personal y la propia imagen. de acuerdo con lo
c\tablccido por la Ley 1/1982, de 5 de mayo. tanto (" Juzgado de
In"1ancia. como la Sala Primera de la AudicllCla Territorial de Barcc-­
I('na, al apreciar la prueha practicada, estimaron la absoluta J:lIi.1 de
vl'l"ncidad de tales imputaciones, así como el cngaúo (~on que se logró la
f(¡togr~n,L Dt.· ahí que la Sentencia del Juzg,ldo dedarara qm\ por pan~
de los dcrn~ndados, había existido intromisión en el dCl"ccho al honor.
intimidnd y propia imagen del ahora ITCUfH.'lltc en amparo. ]0 que se
confirmó por la Sentencia de la Audiencia Territorial de fkucdolla. que,
no obstante. rebajó la indemnización a tres millones ck' peseta'>

e) llllcrpuesto recurso de casación por In... dct11<ll1tbdos. la ~;llJ

Pnlli.era del Tribunal Supremo casó, sin embargo. la S'~nte!:('ia dc l:1
\lIdlcncia, decretando la nulidad de todo lu ctC1.uado. por 'L'u;:¡nto

cUl\"ideró Clue era preferente el orden junsdKcioJlal penaL y,l qh. al
tratarse dc un Magistrado en el ejercicio de "u función juri"ci(xionaL !<ls
Inlórma.... ioncs rebasaban el ámbtto estrictamente OYIl y podían t'omii­
lUir delito perseguíble de oficio (desacaw),

J. Se alega en la demanda de amparo que b SCil!Cnna de b Sala
Pril1lera del Tribunal Supremo que se impugna, al casar la Sentencw. de
l;¡ Audiellcia y anular lo actuado. ha vulnerado ti derecho ll.l11i.:bmcp.tai
dcllTCUlTcntc establecido en el arl. 18- I de la Constilucion, ya que niega
c,u legltimo derccho a ser reparado en ~:H hunor e imagen por el 1l!.'d10
de ~u condición de Magistrado, lo que le imp!(k disfrutar de tal
prolccción hasta tanto no se diluciden las resp()n~abilidadcs penales a
que hubiere lugar.

Debt.' tenerse en cuenta que de entcndcr~c, cumo lo li,-lec el Trihunal
Supremo, que cualquier ataque a un funciunano conslitu)c delito de
desacato, se llega a la absurda conclusión dc que todos los ciudadanos
que li.'ngan la condición de autoridad o de funcionario qw'dan eXCluidos
del ámbito de aplicación de la Ley Orgánica 1/1982, y. por ende, del Mí.
1X.l de la Conslltución. Además, esos ataques gravcs al honor y a la
illtlJllidad nada tienen que ver con el ejercicio de-! cargo. ni, en
particular, con el sumario por cohecho, respcc10 de lo cual en todo
moll1ento se ha admitido la información desarrollada. Y', en todo caso.
~i se admite que la publicación de una fotografía en un lugar privado y
~Jn consentimiento no es una agresión al derecho a la propia ima&cn por
"lT el agredido Magistrado. se estará admiti(.'ndo que tal publicaclOn
(que nunca sería delito) no tícne defensa legal para los funcionarios
públiCOS.

De otra parte, las dos Sentencias en las que el Tribunal Supremo
fundamenta su fallo son cuestiones distintas de las planteadas en el
presente caso. Tanto en la Sentencia de 11 de noviembre de 1988. como
en la de 7 de febrero de 1989, las informaciones hacían directa referencia
a actuaciones concretas en el ejercicio de sus cargos o funciones de los
presuntamente lesionados, a diferencia. pues. d.e la acción ejercitada por
el solicitante de amparo, que no guarda relación con información alguna
sobre el sumario contra él seguido por cohecho, sino que ha sido debida
a una serie de falsedades muy graves contra él vertidas no relacionadas
('on el desarrollo de su función y cargo de Magistrado.

Finalmente, de aceptarse la tcoria de la Sentencia que se impugna, la
imposibilidad de aplicación de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo.
al recurrente y,' en general. a los funcionarios en supuestas' agresiones
realizadas fuera del ámbito de sus funciones, vulneraria el prin<.·ipio
('onstitucional de igualdad.

En consecuencia, se suplica de este Tribunal otorgue el amparo,
dictando Sentencia por la que se decrete la nulidad de la Sentencia del
Tribunal Supremo de fecha 23 de febrero de 1989, reconociendo el
derecho del recurrente a la;.aplicación de la Ley 1/1982. de 5 ~e mayo
y del al1, 18.1 de la Constitudóno

4. Tras la apertura del trámite de admisión, por providencia de 2
de octubre de 1989, la Sección acordó admitir a trámite la demanda y
solicitar a las Salas Primera del Tribunal Supremo y Primera de la
Audiencia Territorial de Barcelona Ola remisión de certificación o copia
adverada de las actuaciones, así como que se practicasen los cmplaza~
mientos que fueran procedentes.

Por pro\{idcncia de 27 dcnovicmbre de 1989, la Sccción acordó
,acusar recibo de las actuaciones remitidas, tener por comparecidos a la
entidad mercantil «Ediciones Primera Plana. Sociedad Anónima», <J
donn Mercedes Conesa González, a don José Marli GÓmcl. a don
Santiago Miró Fcrnándcz y a don Ginés Vivancos Sampcr, repres-enta­
di,',s por el Procurador don Eduardo Morales Prirc, y. asimismo, de
..cuerdo con el art. 52.1 de la LOTe. dar vista de las actuaciones a las
pMtCS pCTsonadas y al Ministerio Fiscal para la formulación de
akg.aclones.

5, La representación actora. mediante esuito presentado el 30 de
d¡c:,'mbrc dc 1989, formuló escrito de alcgacionc'i, en el qu'~ mSlstló, en

10 slIst<mciaL en las co"nsidcraciolll's en el que insistió, ('n 10 sustancial.
en las considerarioncs \'a exput·stas en la del11anua. destarando, no
obstante, que la SenteílCia Illlpugnad¡j ha negado al reeu~rente la
posibilidad legal de obtenel rcparacion por la reproducción de lmagenes
de su vida privada, lo que nada ticne quc \'Cl~ con la v.la penal~ a la que
rcmitc dicha Scntcl1("ia. Oc este modo, dc s(·gulrst.' la tesIS dc la Scntcncm
en ('ui.:stión, la imagen de la vida priy,lda t~ íntima de un funcionariO no
podr~l sn obJetu de proteCCión pür la Ley ()rganica 1/1982, de .5 de
m,IVO, \', ademas, cuando eXIsll' informaCión cscnt,l que comtltuya
ddítn {('aso dc II.!llrionano publICO). la publlGlClOn de la imagl'n queda
remitida a un pron'so pcna! en el que, evIdentemente, no podl<l
ell~·t1'ldfarse

En eonseCllencia, reikrü ia soliuLud dc que ei amparo sea iJlorgadü
uc acuutlo con el suplico de la dellland'-l.

6 La rcprt'scntación pnJce~al de ((Ediciones Primera PlJn:L SDrie"
tbd ,\nonima,), y demás pcrsonad()s, p(~r c"(Ti\(~ prt.'sentado d ?6 de
tilcicmbrc de 1989, formuló. en slnkslS. la~ SJguH.'ntes alcganulll's.
solicitando sea dictada SClltenl'ia descstim,ltori¡¡ dcl amparo:

J) L.a Sentencia que Sí.: Impugna no ha incurrid? en vulncr'Kion dt
los ¡.krechos COIlStltllcionail's del art. 1S, J de la ('onslltuciÚIL y ello
ponJlj(' en la misma no ~e nieg<'l el d(rec1H) del actor ni, ~'onslgui~'nte­

mentc, el eJcrl'lcio de 1<1 acnon de protl.:.'COOlL La SenH.'nela, en efecto.
~c limita a n'COllonecr la preferellcia (\C" la Jllrisdicnán penal, dado que
los hechos pudieran ser constitutiVO'; de delito (art. 240 del Código
Penal). sicndo. pucs, infundada la :lpr(Ti<.Klún del recurrente de que, en
ese caso, ~t.' k priya de la protección nmstituClonal del referido mI. 18.1.
ya que el ordenamiento JurúJico por lllcdlO d.el t,ipo pellal del d("sacato
protege el honor, la Il1tin:ldad y la propia Imagen. tanto en las
c.\¡Jri::sioTles que sean ínjunosas (1 ealtlmJllosas como. cunndo se cometa
este delito por medio de la reproducción de una Imagen que pucda
significar deshonra. d~sprecio o dcscre(l!lo para el ~uneionano o ayt(?n.
dad (an. 240 en relanón eon los arl':>. 45:\, 457 )-' 4h2, toJos del ( odlgn
I\'nalj.

En suma, la protección jurisdicciO!:al de los derechos fundaJ11C~Haks
del 'Irl. UU de la Constitución, wml}léll se lleva a cabo por mediO del
delito de desacato, por lo que no procede afirmar que los fUIl(ío~1ari.os
públicos y <wtoridades t.'5t<ln dnprotegldos de dIchos derechos IUI1í..1a
mcntales, sino todo lo contranO. Y, adem<ís, para el supuesto de que la
jurisdicción penal declare la inc:{istcncia. del delito de desacato, no
Llueda excluida la posibibdad de reclamación conforme il la Ley
Orgúnica lj1982,- de 5 de mayo.

b) La SL'ntencia dd Tribunal Supremo que se impugna ha esti­
mado, además. que todas las inlorl11J.ciol1l's periodístICas .se ~e~cren al
actor en su condición dc Magistrado y con OG1SlOn del eJt'relClo de su
cargo, por lo que' tal extremo no puede ser ?bjClo de controversia en el
presente recurso; todo ello sin olvidar que SI la fOH?grafía del rec~IITe~l,tc
supusIese descrcdito () menospreCiO, no cabe exchm quc su publlcaclOn
pudiera ser constitutiva del delito de desacato.

el De otra parte, no <;c ha agowdo la vía judicial prcvia,. pues el
recurrente ha Jeudido a 1.1 vú de amparo, prescindiendo dc aCcIOnar en
el proceso penal 1I1coado de olióo por desacato y sín haber agot¡]d~) .la
posibilidad de, tcrminado aquél sin condena, haber reclamado CIVIl-
mente conforme a la Ley 1/19B2. . .

En dclinitivil, la Sentcnt."Ía del Tribunal Supremo acoge la eXistenCIa
de una cuestión prejudi('ial penal. conforme al art. 114 de la ~ey de
Enjuiciamiento Crimina\' sin 'quc, una yel.resuclta por el Tnbunal
ordinario penal correspondiente, nada le Impida al. ree~rr,en~e ~e,cla~a.r
en la via civil. Lo que no se puede pretender es Que la Junsdlcoon CIVIl
se pronuncie sobre unos hechos que puedan ser consi~('r~ld.o~ ~?mo
delito, o que dados los principios de soberanía, unidad e mdlvlslbll!dad
de la jurisdicción. los Tribunales penales dejen de conocer sobre hechos
que puedan Sí.'r delictivos (arto L2 de la Ley Orgánica 1/1982).

7. El Ministerio Fiscal, por cscrito presentado el 21 de diciembre
de 1989 intcresó se dicte Sentencía otorgando el amparo, por cuanto
de1· proc~so resulta la quiebra de los arts. 24.1 y 18, I de la Constitución,
formulando al respecto las siguientes alegJciones:

a) En relación al arto 18.1 de la Constitución, convíene tener
prcsente que, siendo el desacato una injuria o calumnia contra una
autoridad o funcionario en el ejercicio de SlIS funciones. su COnClHT('ncia
ak'ctana al honor del sollcltante de amparo, pt.'ro no a :>u intimIdad ni
a "u propia imagen, por ser derechos que carcccn hoy por hoy dc
proh:-t.Tion penal por falta de tipindad. Por ello, la Sentencia que se
impugna, al anular las Sentencias de primera y segunda instancia qUl'

estimaron la existencia de' intromisión ilegítima CI1 el honor. en la
intímid,ld y en la propia imagen, determina que los duc-c!:os a la
intimidad ya la propia imagen tjllcdcn dc~prolegido~, pUl'S ~L\ vulnera­
ción nunca daría ~ugar a un ddllc- de d'::sacato.

b) Aun cuando es mas que dudoso que las impul:lóclkS rl'!¡¡tjY<lS
al honor dd dl'mandanh' lo fucmJl c:o:.dusivamenlt' en su c0t1uicioil de
Magistrado, es esta una cuestión de hecho que. hahicndo sido ya
caldicaJa por los órganos iudJCiaks, no puede ser rcvisadz. J tenor del
<trL .::14, i. b), LOTe. Jo que "hace dcc<-l':'" la viab¡¡ltlad dI: la invocación del
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'In. 14 C.E., pues la condición de Magistrado no resulta comparable con
la dc simple ciudadano.

e) De otra parte, aunque no ~c cita cxprcsmncntc ton la úClllunda,
es posible que se haya producido la quiebra del derecho fundamental del
recurrente a la tutela judicial <:fcctiva.

En efecto, teniendo en clIenta que, dc acuerdo con las SSTC 90/1985
y 9211985. la elección de la vía judicial que se estime mas conve­
niente forma parle del referido derecho fundamental y quc, según la
STC 65/1983, el Ministerio Fiscal puede alc-gary el Tribunal apreóar la
violación de derechos fundamentales distintos de losaleg<ldos en la
demanda, siempre que su I,.'xislcncia se dcduZGI COIl claridad. cabe
afirmar que la resolución impugnada viene a !t:slonar tal derecho al
dccL:lrar que se debió acudl't a la vía penal, Más aún; si efectivamellte
la \'in penal fuera la adecuada. el hecho de haberse seguido aclliacioncs
~i\ilc~ l'n ningún raso podri:'l dar lugar a una tajante dcdaración de
nulJ(.iad de todo h~ actuado, pues el art. 1.2 de la Ley Org<iniGl. 1/1982,
lo que quiere decir es que la jurisdicción penal es prdcrente y siendo la
propia Sala Primera del Tribunal Supremo la que ordena la remisión de
te::,tll11onio al Juzgado de Instrucción Decano de 8arcciona, en caSo de
quc se incoen las oportunas diligencias, lo procedente- sera suspender el
curso de las actuaciones civiles (ar1. 10.2 de la LOPJ l.

Por tanto, teniendo presente, además, lo dispuesto por el ¡uL 242 de
la LOPJ (pnncipio de conservación de las actuaciones), en ningún caso
es procedente 'la declaración de nulidad de todo lo, actuado, ya qUi:.~ la
Sala Primera del Tribunal Supremo pudo suspender el curso de las
actuaciones hasta conocer el resultado del procedimiento pen,:il, que, en
su caso, se tramitó. Oc manera que, una vez concluido éste, bien por
condena, por absolución o por sobreseimiento, el curso del proceso civil
debe seguir adelante, teniendo en cuenta la condena o recobrando
plenamente su valor en caso de absolución o sobreseimiento. En
consecuencia -afirma el Ministerio Fiscal~ ha cxistido quiebra cid
derecho a la tutela judicial efectiva del solicitante de amparo.

d) Por lo dcmás, no se puede condenai' al justiCiable al «calvario
procesal» de recorrer toda la vía penal para tenl~r que volver a Illiciar la
ciul cuando aquella termine, máxime en un supuesto como el de autos
cn que los hechos proceden de 1983 )', por lo tanto, se encuentran
prescritos en 1989 (art. 113 del Código Penal), Carece, pues, de sentido
n:lHltir testimonio para .¡:lcRuf<lr unas conductas Que, en caso de ser
delíctivas, estarían prescritas, Y si sc entiende que debe ser el Juzgado
de Instrucción el que efectúc tal declaración, lo procedente no es anular,
sino suspender el procedimiento hasta recibir la resolución pertinente
del Juzgado ° Tribunal penal.

Concluye el Ministerio Fiscal que la estimación del amparo, por
CLwnto del proceso resulta la quiebra de los arts. 24.1 y 18.1 de la
Constitución, debc determinar (art. 55,1 LOTe) la dedarac-ión de
incollstitucionalidad deja orden de nulidad de lo actuado, que debe s.er
sustituida por una Sentencia sobre el fondo 0, en su caso, por lIna
decbración de suspensión de actuaciones hasta que concluya el proceso
penal.

8. Por pmvidencia de 16 de scptiembá~ del año en curso, scsei'laló
para deliberación y votación de la presente Sentencia el día 28 de
octubre siguiente, quedando terminada en el dia de la jecha.

11. Fundamentos jurídicos

l. La demanda.de amparo imputa a la Sentencia de la Sala Primera'
del Tribunal Supremo la vuJncración de los deTL'Chos al honor, a la
intimidad y él la propia imagen del. rccurrente(art. 18.J Cf.), y,
asimismo, la vulneración del principio de igualdad (art. 14 c.E.).

.Conviene ~eilalar, con carácter previo, que la Sentencia impugnada
estimó el pnmer? de los. motivos de casación .planteado por Jos
demandados (<<EdiCiones Pnmera Plana, Sociedad Anónima» y demás
codcmandados) por abuso, exceso o defecto en el ejercicio de la
jurisdicc.ión (art..1.692, LO.dc--'a.LEC). ~azonandoa tal efcrtoque, dado
que l,as II1for!TIaelOncs pcflodlst¡caS obJcto del proceso evidencian que
~(las l!llputaC:lOnes hechas al demandante no lo son a. titulo- personal o
Indl':l.du~l, .Slll.0 ~n cuanto a su cargo de Magistrado en el ejercicio de su
func"on Junsdlcc!onaL.» y que, por tante, K .. las inculpaciones que en
aquellos se c:on.l1cnen, ~ebasan el .campo estrictamente civil, 'ya que
Plll'~l'n constituir un delito pcrsegUlble de oficio...», la Sala de instancia
debla lwber hecho v~ler la preferencia del orden jurisdic-cional penal, de
<H:uerdo con lo preVisto en el arL 1.2 de la Ley Orgánica J/1982, de 5
dc-, ma~'(!, de manera que, al no haberlo hccho así, la Sala incunió en
InlracClon del art. 1.692, 1.° de. la LEC, circunstancia determinante'
pue~. de la estimación del recurso de casación." ,

Es decir, (°':110 quiera que los hechos -las .informaciones pcriodísti­
C;lS a !as que sc Imput~ la intromisión ilegítima en Jos derechos al honor,
1111 J!1lldad y propia Imagen- pudieran ser' constitutivas de delito de
d('s;:cJt~)" ya que se refieren a funcionario publico y guardan relación con
el e-Jl'ITlClü dt~1 ~argo que desempeña. el órgano judicial que cnnocinde
la dem~~lda CIVil planteada por el ahora solicitante de. amparo dr~b¡ó, en
;~p¡lCal'~On del ~r1.. 1.2 de la,Ley Orgánka 1/1982, abstenerse de conocer
(JC ,-ltjudb, dtuucwndo teStimonio de partiCUlares relativos a Jos hechos

11l1putados al demandante para la depuración de .las responsabilidades
penales v dando, por tanto, preferencia a la junsdlt~ción penal en el
cnjuici"lIílicnto de los mismos.

Ni el JUlgado de Instancia ni la Sab Primera de lo Civil lk la
Audiencia Territorial de Barcelona,al conocer de la apelación, actuaron
de la indicada forma, por lo que la Sentencia dictada en casaCión)
obieto dd prcscnlerecurso protcdió a anular todo lo actuado y a ITmltir
el ~)portuno testimonio de particulares al Juzgado correspondientc IMr,!
la depuración d~' las responsabilidades penales.

De este modo. quien ahora demanda y que en primera y segunda
inqancia había obtenido Sentencias parcialmenlc estimatorias -con la
(J¡fcrcnóa de que la Sentencia dictada el1 apelación rcb3jó la Cllantm de
la illtiemninlcion a la que fueron condenados los demandados de trcmta
m¡llones ~l tres millones de pesetas, y ordeno la publicación dl~ la
resolución en su integridad en «El Periódico de Catalunya~)-, ha \'Isto
t.kn~'gada \u pretensión, por cuanto, <l juicio de la Sala Primera del
Tribunal Supremo. en el caso planteado. resulta prcv io y preferente el
cnjuiciamiento penal de Jos hechos constitutivos dI..' las intromisiones en
los derechos al honor. a la intimidad y a la propIa llnagen.

El lt.'currente estima, por el contrario, que la referida Sentencia
&upone una vulneración ~c los derechos que garantiza l'I art. 18.l dc la
CE., y lambien del princlpiode ígualdad que sanCiona el art. 14 de !<:I
misma norma fundamental. En ambos ca~os, el fundamento de la queja
re... pondc, en lo sustancial, a idéntica consideración:eonsistente en que
la Sentencia, al ncg,:¡r la viabilidad procesal de ia acción ejercitada al
amparo de la Ley Organica 1/1982 ante la jurisdlcL:Íón civil, lo {Ju(" en
realidad determina es la dcsprotccción de los derechos fundamentalcs
del recurrente al honor. a la intimidad y a la propia imagcn. y a la vez,
('S3 <.ksprotccción conlleva también una disenmina<"ion contraria al art.
14 C.E., pues la cxclusiónde la protecclOncivll por ser preferentc la
Pl~llaJ, se debe a la 5,lmplc circunstancia de ostentar quien ha sufrido la
ilegitima intromisión cn esos derechos fundamentales la condición de
autoridad en cuanto es Magistrado.

En suma. la preferencia en este caso de la jUrisdicción penal para
conocer de, los hechos, ~x)r conSIderarse éstos presuntamente constitutivos
dc un drino de desacato, cerrando así la posibilidad de utilizar la
aCCión de protección civil que prevé la Ley Orgánica 1/1982, conllevaría,
en sf mísma considerada, una vulneración del art.1 S.l de la C.E. y una
discriminación contraria al art. 14 de la C.E.

2. El ohjcto del recurso dt, amparo no es otro que la decisión de la
Sala Primera dd Tribunal Supremo de estimar el primel motivo de
casación por abuso () exceso de jurisdicción y, en consecuencia, decrt~tar

la nulidad de las Sentencias de instancia y de apelación. asi como de
todo lo ¡Ktuado unte los órganos de kt jurísdicción civii. apoy<indose en
una deH:nninada interpretación del art. 1.2 de la L<.'Y Org¡ínica 1/19i\2.
que establece que <<<-'uando la intromisión sea constitutiva de dellto se
estal;J -a lo dispuesto en el Código Penal», y corresponde a este Tribunal
determinar si con tal interpretación se ha producido una vulneración de
los'derechos fundamentales en presencia.

Pues si, efectivamentc, la Sentencia impugnada hubiese procedido a
un,,1 interpretación formalista del citado precepto legal contraria o
dcsHl\corcccdom de la mayor efectividad de los derechos conslítuc-iona~

les al honor, a la intimidad y a Japropia imagen, cerrando de manera
injustificada, siquiera momentáneamente, la utilización de un medio
proct'sal libremente elegido por el justiciable, idóneo para la protección
de los referidos derechos fundamentales, no sólo se habria vulnerado el
derecho fundamental del recurrente a la tutela judicial efectiva del art
24.1 CE., sino que, en ultima instancia. tambien lo habrían sido
-aunque lo fuese rncdiatamente- los propios derechos sustantivos
reconocidos y protegidos por el art. 18.1 de la CE., intimamente
relacionado con aquél, Que se trataban de hacer valer medíante la acción
procesal ejercitada.

Esta cUt'stión se- encuentra ímplícitamente planteada en la demanda
de amparo, de la que se desprende claramente y sin esfuerzo -como así
lo ha entendido el Ministerio Fiscal- que, a juicio del recurrente, 1;1
Sentencia conlleva y determina un resttltado de dcsprotccción de su
derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen y de trato
discriminatorio, como consecuencía ultcnor de la incorrecta admisión
del motivo de casación a la que ha procedid-o la Sentencia que se
impugna y la consiguiente denegacíón de la vía civil (y no penal) que
Iwbía emprendido para la protección de sus derechos fundamentales. En
definitiva, el debate no queda ya centr.ldo en la compatibilidad o no del
arL j,2 de la Ley Orgánica l/1982, con el art. 18 {) con el arto 14 de la
C.L. sino tille sc trata de valorar -d.csdc la perspectiva del derecho
fundamental a la tutela judícial cfcctiva- la conformidad con estc
derl'cho de la decisión de la Sala Primera del Tribunal Supremo al
estimar la concunencia del vicio de incompetencia de jurisdicción J
,mular, ~ubslguÍi:ntcmentc, lodo lo actuado, por considc-rar. frenlt' al
cnterio de los órganos judiciales de instancm y de apehlClOl1" Que, COí1l'J

(¡uiera que los hechos -sobre cuya cx¡st~ncia no ha mediadu controVt'l"­
~~¡[¡ n1guna- pudieran. ser constitutivos de delito. dichos o.gflnos de la
J'lrisdl!~ción ¡¡vd dcbmn haberse abstenidc de conucer d::l a'l,unto bst,¡
que se depuraran las p,f;ibks responsabilidades penales.

A ello se- ~urn.:.1. adí:nds, la propia posíción dd Mmisterit) Fiscal qu,'
exprC'5.uIlCillC 11l;1ntler1C que la Sentencia Impugnada. al declarar q¡;~."~r:
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debió acudir a la vía penal y anular todo lo actuado, ha vull1l'radü el
lkn:chü fundamental del recurrente a la tutela judicial efectiva de-! art.
~4 J c.E.

3. Pero antes de entr~lr en el análisis del problema nuclear que se
suscita en ,la presente demanda de amparo, conviene dar respuesta a
01r8S cuestiones a las que de manera expllcita se refiere ,el recurrente y
Que atañen directamente a la preferencia de la jurisdicoón penal y del
~;J'occd¡n1¡cnlo de este orden sobre el proceso civil de resarcimiento en
l'l enjuiciamiento de las intromisiones llcgÍlima~ en Jos- derechos
fundamentales al honor. a la intimidad y aJa propia Imagen. por c~a~~o
esa preferencia, ,ll imposibilit<lr al recurrente por razón de su condIC:l(~n

de autoridad, el ejercicio autónomo e independiente de la acción c¡vII,
\,. jcnc a discriminarle respecto de los demás ciudadanos sobre los que no
recae limitación semejante y le dcsprotegc en sus derechos fundamenta­
les a 1'1 intimidad y a Ja propia imagen.

a) Por lo que se refiere a la vulneración del principio de igualdad,
es preciso advertir que la diferencia de trato que en el orden procesal
fHll'de llegar a producirse por el juego o conexión del art. 1.2 de la Ley
Org;:jnica 1/1982 con otros preceptos del Código Penal y d~ la L~Y.9c

Fllllliciamicnto Criminal cuando· los hechos causantes de mtromlSlOn
ik'gi¡ima en el derecho al honor, a la intimidad'y a la propi.a imagen
plll..'dan ser constitutivos de un delito pnscgUlblc de 01ICIO, no es
necesariamente discriminatoria ni contraria al art. 14 C.E. Que las
Jll10ridades públicas -como es el caso del recurrente dada su cond,ición
de 1\-1agistrado- que en el ejercicio de sus funCiones o con ocaslon de
c!las sufran atentados a los precitados derechos fundamentales de la
person;:t, al ejercitar la acción ci\:il r~f';ula~a por la' Ley Orgánica 1/1982,
ha\an de aceptar que el órgano JudiCial CIVil pase el tanto de culpa a la
jllrisdiccíón penal y dé preferencia al enjuiciamiento penal de los h\xh,os,
no es, ciertamente, susceptible de reproche alguno desde la pcrsrccllva
del principio de igualdad, pues 1a condición de a~ltorida.d ~c;l ~ag~strado
l'Jl su calidad de taL constituye un elemento de dlferenclaClon Justlfic<ldo
\' rawnab1e que elimina toda desigualdad arbitraria ante la Ley, Y es q~e
¡¡demas, en caso contrario, tal reproche equivaldría, en ¡jl.tima instanCia.
a tachar de discriminatoria la propia tipificación del delito de desacato
(arts, :!41 V siguientes del Código- Penal), que, sin embargo, tal como
hemos señalado en la STC 143/1991, fundamento ju~ídico cuarto, q,:!eda
referido a unos hechos punibles en los que está en jueg? <da autonda~

dc las instituciones públicas, cuya función se ve entorpecida u obst~~uh~
lada cuando, injustificadamente o con ligereza, se at~ca la honorabilidad
o se pone en cuestión la honestidad de sus titulares». Es, pues,
plenamente aceptable, desdl' la perspectiva del arto I~ de la C.E. que,.en
el caso de que los hechos pudieran ser constitUllvof> de un .d~hto

pnscguiblc de oficio, planteada por el perjudicado demanda .cI':11 al
amparo de la Ley Orgánica 1/1982, la t!amitac.ión del P!OCedlmle!1t~
ci\ i¡ puede quedar suspendida o paralizada SI el propIO Juez CIVil
fundada v razonadamente acuerda deducir testimonio de particulares al
J llU penal para que. en su caso, se proceda a la depuración (~e las
responsabilidades penales q~e pudieran ~xlstir y, en .con~c~lenCIa, s~

promueva juiciO criminal. Esa suspensión del ,pleito ~I\:JI. vepdra
determinada, por tanto, por la regla de la preferenCia del enjUlC13J!llento
pcnal de los hechos que se concreta, en el art. I J~ de la L.E.~nm. en
conexión ahora con la imposibilidad, en los dehtos persegUlbles de
oficio, de considerar extinguida la acción penal por e1hec~o de mediar
la renuncia de la persona ofendida (art. 106, párrafo pnmero, de la
L.F.Crim.). Situación, obviamente, que no podrá producirse en.nin,gún
caso cuando los hechos supuestamente lesivos pudieran scr constltullvos
de delito únicamente pcrscguible a instancia de parle, pues, en ese caso.
sll'ndo renunciable la acción penal (art. 106, párrafo segundo,. de.}a
l. F.Crim.), el ejercicio exclusivo de la acción civil supone la extll1ClOn
d~' aquella, tal y como preceptúa el art. I J2, párrafo segundo, de la
misma Ley procesal. .. . '

[n definitiva, que en unos casos el procedimIento CIVil puede quedar
lnh.'tTUmpido y el Juez obligado a abstenerse momentáneamente de
conocer de los hechos por ser preferente el cnjuiciamien.to. penal de los
mismos, y, por el contrario, en otros casos t~~ poslblhdad ql~eda

nnlicipadamente descartada, todo ello en funclOn de que aquellos
puedan ser constitutivos de delito perseguiblc de oficio -dada la
condición de autoridad de quien sufre la intromisión- o sólo a instancia
de parte -por tratarse de un simple particular- no resulta discriminalo~

no ni, por tanto, contrario al arto 14 de la c.E.
Cuestión bien distinta es, no obstante, como más adelante se verá,

que. desde la consideración directa de otros derechos, fundamentales, sea
aceptabit' la Sentencia del Tribunal SURrcmo 9uc se I.mpugna, en n,t~nto
que ha procedido a anular las Sentencias de instanCia y de apelaclO~ y
'-1 anular todas las actuaciones civiles por estimar concurrente el motlvo
(k Illcompetencia de jurisdic(~ión, cuando Jo cierto es que no se, había
ewrci1ado la acción penal por quienes podian hacerlo. al no estH~arlo

pertinl'ntc el ahora recurrente que optó legítimamente por ac:u~lr ~n

demanda de protección civil, ni haberlo hecho tampoco el Mmlsteflo
Fiscal.

b) De atTa parte, la pretendida mfracCión del 3rt 18.1 C.E.
fundamentada en la desprotecClón de los derechos fundamen.talcs al
honor, a la intimidad y a la propia imagen, como conSCcuenCla de la

imposibilidad (k obtener protección frente a la.s intrOl~ni.siones il~gílinHls
en l{)s mismos lllediante el ejercicio de las aCCIOnes CIVI1cs previstas por
la Ley Orgánica 1/1982. tampoco pl!cde prospe~ar, pues cuando los
hechás sean cfedivamente constitutiVOS de dehta de dcsac~lto. los
referidos uc-n:ehos fundamentales -y no sólo ellos, dada la finaltdad el.eI
lipo ddi~.-'t¡\'(" tal como ya se ha advcI11do antc-:!(~rmcnt('- encontraran
la dehida protección penal. cuya más funte c.r('~·~ivldadno .ha dudado ('n
proclamar el propio legislador e~ ,la CXposlCton de !"no~nos. Pero .SL
linalmcllte, los hechos no son calthcadC!s como co~~Ht,U!IVOSdel deht~)

de desacato, automáticamente proscgUlr~ la traJ!ll1apon del pron:l~l­
miento civil incoado como conseCllenCta del eJelTll'lO de. la accI(~n

protección civil de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica 1/l9t'l1.
Queda por anadir, respecto del alegato -sustentado por el recurrenk

\-' soore todo por el Ministerio hscal- de que, en t~)(lo caso. al darse
prdercncia a la jurisdicción penal quedaria des protegido el der~cho a la
propIa imagen. en cuanto que tal derlxho Glreee d(' prote("nol1 penal.
que tampoco resulta convincente, pues .n~) ca.be. .en modo alguno,
prejuzgar de la manera absoluta que el fvl11l1steno Fiscal preten~c. q~le

cl hccho de la publicación de una lotografia dd recurre~tc oht~nl~a sin
su consentimiento y con i..'ngaño no pudiera integrar el tipO dehct~vo_de

desacato (art 240 en rc!;:lCión con los arts. 457 y 462. todos del (odlgo
Penal)_ m~i.\itlle cuando el propio recu.rrente no duda en afirmar que
la publicación de- dicha folografia lo fue (~con el único fin de burlarse
de- t'!)}.

4. Hechas estas precisiones, hCnlos de dilucidar 1.1 cuestión central
que, tomo antes se ha Jid1O,. sc plantea en este proceso ~C' amparo: la
interpretación dada por el Tnbunal Supremo a la dob~e. v¡a procesal ~c
protección del honor, la intimidad rx·rsonal !'.fal1llhar y la propia
imag,en que pOSibilita el art. 1.2 de la Ley Organle~ 1/ I9?~.

Sostiene el Ministerio Fiscal, que dado que la llltenClon del recu­
rrente fuc atudir a la jurisdicción civil en lugar de la penal, por.re~ultarlc

más convenientc para la defensa de sus derechos. la ,SentenCIa Impug­
na1a, al decJar~r, qU(' de~ió aclldi~ a la vía penal, ha leslona~o su~erecho
a la tutela judICIal efectIva, Y anade que, en todo caso, SI la Vla pei!al
fuera efectivamente la adecuada, el hecho de haberse segUido act,uaClo~

nes civiles en ningún caso podría dar lugar a una tajante decl.araclón de
nulidad de actuaciones como la que se ha efectuado, De ahl.qu.e, a su
juicio. deba otorgarse el amparo, debiendo ser sust.ltUlda la
inconstitucional nulidad de lo actuado que oRlena la SentencJa por otra
que se pronuncie sobre el fondo o. en su caso, por una declaración de
suspensión de aetuacion~s hasta que concl~y<.' el proceso penal.

Es preciso. de inmediato, s,:üalar q~Je ~l ~Ic:n el arto 24.1 ~e la c.~.
('omprende el derecho a elegir la vla J.udlclal que _~e estime mas
conveniente para la defensa de derechos e Intereses Iegltlmos -tal como
se ha afirmado, entre otras, en las SSTC 90/1985 y ?2/1985 que el
Ministerio Fiscal trae a colaC'Íón-, ciJo no significa, obViamente, que 13
denegación fundada en Derecho de la vía pro,c<;sal cleg~da suponga
necesariamente una privación de la tutela JudiCial efectlva, pues es
reiterada la doctrina de este Tribunal que el derecho fundamental a la
tutela judicial dectiva que consagra el arI. 24. J CE., Junqye ~on~i~te
primariamente en que los lítigantes obtengan una res?luClon Jud~cJaI

motivada que se pronuncie sobre el fondo de las pretensiones dedUCIdas
por ellas aute el órgano jurisdiccionaL tambi~n ~~ satisf<lce con una
resolución motívada de madmisión o de ex1tllClon del proceso que
impida llegar al fond? del asunto, si se fund~l en una causa .e,stab!Cclda
por d Legislador, aphcada de modo proporCIOnado en, r~laClon con los
fines ronstitucionaltncntc protcgiblcs que los reqUIsitos proccs~lcs

pretenden atender, y de conformidad con la ('o,nstituclón, en el sentldo
más l~lYOrablc para la efectividad del derecho fundamental (entre otras
"'UellaS. SSTC 60/1982, 126/1984,4/1985, 14/1987 y93/1990).

Convicne. pues, examinar la rUlio mlsma de la dCClSlon adoptada por
la SClllel1(,ia de la Sala Primera del Tribunal Supremo que se Impugna,
respecto de b l'ual puede ya anticiparse que, al estim'lr el primero de los
motivos dl' casación esgrimidos por los ~emandados .. según <-:1 a~t. .1.6?2,
1.1.° de la LEC y apreciar, por tanto, la ll1compctenCla de la JUrtSdtc(IOI~

civil para conocer del asunto, anulando todo lo a(·tuado (art. 1.71.5, l.
de la LEC). por no haberse respetado la preferencia de la juri~dlcción

penal, resulta lesiva de los derechos fundament~les en prescllCla. ,
l.a S('ntencia impugnada, al d('slíndar el amblto de las aC~lOnes cl\'il

\' pcnalqu(' la legislación vigente (art. J de la Ley Orgánica 1/1982¡
()frel'e en orden a la protección de 105 derechos fundamentales al honor.
a la illtimidad personal y familiar va la propia imagen garantizados por
el arI. 18.1 C.E., ha interpretado ía norma aplicable en el sentido nl,ís
restrictivo y menos favorable a la ('fc<.~li~'ida(~ de! d~recho a la tutela
judicÍi.ll efectiva del art. 24.1 C.E. y, cf! u!tlnla mstancla, de los derechos
al honor. ~I la intimidad y a la propia Image,",! ~cl recurrente. con un
dchilitamicnlo o restricción de la acción CiVil de defensa d(' los
menCIonados derechos de la persona en favor de la vía pcnal, que ha de
estimarse dc~proporcionada respcL'to del fin perseguido por la norma
legal y que pugna con el principio de intef\'cnción mln~ma que prl.'sldc
el orden penal, llevando, en el caso, ~ un resultado 1c~IYO de dcrec.hos
fundamrntah.'s v constituclOnalmentc maceptable conSistenle rn obligar
al justiciable a' recorrer, en dcf¡;:nsa de su ~onor, intimidad y pr~p'lJ
imagl'n, toda la vía penal paTa, una vez finahzada ésta, yolver a mlCJar
de nuevo la ciVil, que ya había ejercitado,
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En efecto, tal conclusión St' evidencia fácilmente si se parte de la
preferencia de la jurisdicción penal y del procedimiento de este orden
~obrl' el procC'so civil que la propia Sentencia del Tribunal Suprt.~mo

impugnada atribuye al arto 1.2 de la Ley Orgánica 1/1982, y del efccto
prejudicial que determina. Ello supone, como ya se ha anticipado, que,
de ~ll'uc~'do con el art. 114 de la L.E.Crim., promovido juicio criminal
no pueda seguirse pleito alguno sobre el mismo hecho. procediéndose,
en su caso, a suspender éste en el estado en que se hallare hasta que
recaiga Sentencia firme en ¡a causa criminal. Y esa misma prefl'rcncia
de la jurisdicción penal determina también, de acuerdo ahora con lo
dispuesto por el aft. 362dl' la lEC, que cuando los Jueces y Tribunales
hayan de fundar exc1usiyamcnte la Sentencia en l'i supuesto de la
t'xish:ncia de un delito, proccda la suspensión del IJllo del pleito hasta
1<1 terminación del procedimiento penal, siempre que, oído el Ministerio
Fiscl!. estimen procedente la formación de causa.

Pues bien, en el ca~o que nos ocupa, cjcrcit,¡da la acción dc
protección civil de! honor, la intimidad y la prnpia imagen del
recurrente,. para cuyo conocimiento era plenamente competente la
jurisdicción civi!, en ningun exceso de jurisdicción incurrieron ni el
0rg:dllo judicial. de instJIh..'ia ni el Tribunal de apelación al no dar
preferencia a la jurisdicción-penal en aplicación del art. 1.1 de la Ley
Orgánica 1/1982, pues, no pendiendo proceso penal alguno por los
mismos hechos a los que el ahora recurrente imputaba la lesión de sus
dl'ITChos fundamentales al honor, a la intimidad y a la propia imagen
y cuya existencia no habia sido discutida, ni estando condicionada la
I.kcisiÓn de la cuestión que constituía el objeto del proceso civil por la
pl'l'Úa calificaci,¡jn de los mismos como constitutivos de delito, es
evidente que los órganos judiciales de instancia y apelación no incurric­
ron en ('X(:cso de jUfÍsdict:ión por el hecho de no suspender el
procedimiento y el fallo del pleito, pues ni el art. L2 de la Ley Organica
1/1982, ni, por conexión con aquél, los arts. 111 y 114 de la L.E.Crim.,
3o:? de la LEC y 10.2 de la LOr) les obligaban a ello. con lo que la
Sentencia que se.impugna. al estimar el motivo de ca~ación señalado, y

anular todas la~ actuaciones, apreciando la concurrencia de un vicJO dt
incompetencia il1t~xistcnte, ha incurrido en maníficsta vulnerac.i~n de
dcn:dlO a la tutela judicial efectiva (art 24.1 C.E.) <;id ~I~ora s?hclta!i.tt
de amparo y, como resultado último, al negarle el eJercIcIo de la accl~r
de protecCIón civil del dcrct:ho al honor, a la intimidad ya la propl~

imagen, ha venido también a lesionar dichos derechos fundamenta!~s
Procede, por tanto, estimar el recurso de amparo y reparar ,la Ics¡~r

en los derechos fundamentales del recurrente, anulando la SentenCl,­
impugnada y reeonoclt'ndo su derecho a que la S~la Primera ~.e
Tribunal Supremo se pronuncie sobre los restantes motlvos de casacJO!"
planteados.

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR ~.A
AUTORIDAD QCE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NActON

ESl'Ar><OlA,

Otorgar el amparo sqlicitado por don Carlos Lorenz.O Penal va de
Vega y, en consecuencia:

LO Rcronoccr su derecho a la tutela judicial efectiva.
::!_o Anular la Sentencia de la Sala Primera del Tribuna! Supremo de

23 dc fehrcro de 1989, dictada en el recurso de casación num, 1.365/87.
para que se;:¡ dictada otra en la que se proceda a examinar los restantes
moti vos de casación planteados por las partes,

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado)->.

Dada en Madrid, a dieciséis de diciembre de mil novecientos
noventa y uno.-Francisco Rubio Llorcnte.-Eugcnio Díaz Eimil.-Migucl
Rodríguez-Pinero y Bravo~Fcrrer.-José Luis de los Mozos y de los
!\"lolo$,-Alvaro RodriguL'z Bereijo,-JosC Gabaldón López.-Firmados y
ruhricados.

EN NOMBRE DEL REY

la siguit'nte

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por dun
Fr.mcisco RubiO Llorente, Presidente; don Eugenio Díaz EimiL don
ro-ligu(.'1 Rodríguez'-Piñero y Bra,'o-Ferrer, don Jose Luis de los Mo/"os y
de los t\1m:os, don Alvaro Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón
LÓPt'l, Magistrados, ha pronunciado,

SENTENCIA

En el recurso de amparonúm. 742í1989, interpuesto por la Procura­
dora de los Tribunales doña Mercedes Rodríguez Puyol, en nombre)
reprl's('ntación de don Manuel CarabaIlo Cruz, asistido del Letrado don
·\ngl'l Rubio del Río, en virtud de designación del turno de oficio,
soll\."ltando.!a det'lamción de nulidad de la diligencia de requerimiento
de pago y embargo acordada por Auto dd Juzgado de Primera Instancia
núm. I de San Sebástijn, de 7 de junio de 1985 así como de las
actuaciones posteriores realizadas en (,.'1 juicio ejecutivo 413/85. Ha
COl1llxlfecido el «Banco Bilbao Vizcaya, Soriedad Anónima», represen­
tada por el Procurador don Manuel Lanchares Larn: y el Ministerio
Fiscal, siendo Ponente el Magistrado don .lose Gabaldón Lópe?, quien
expresa el parecer de la Sala.

L'lllrvgado la documentación aportada al objeto de presentar la demanda
de amp,uo, formalizó esta mediante escrito registrado en este TriL)Unal
el día 8 de noviemhre de 1989,

2. Los hechos que sirven de base a la demanda de amparo son, en
síntesis. los siguiente's:

al El actor, por motivos laborables, hubo de trasladar su residencia,
l'l! d aúo 1983 y durante un período de .l1gunos meses, desdc Ban:c!ona
a frún. Durante su estancia en Irun, arrendó un piso en la calle General
Bcrgarcche, número 8, 1,°, B. Yasimismo, el y su esposa concertaron con
d ~(Banco Bilbao, So<.:ieJad Anónima~>, un préstamo personal docurnl'n­
tado en póliza de fccha de 19 de febrero de 1983 por importe de 80.000
pesetas y Que vencül el 28 de febrero de 1985.

b¡ El «Banco Bilbao, Sociedad. Anonima», en junio de 1985, instó
tkmanda de juicio ejecutivo, cuyo conocimiento correspondió al Juz­
gado de Primera Instancia núm, 1 de San Scbastián y en la que se
sCllalaba como domicilio dt~ los demandados -el recurrente y su esposa­
d de la caile Gent'ral Bergareehe, 8, 1.°, B, de Irún, el cual figuraba
también en la poli/a,

d Por Auto de 7 de junio dt 1985 el JULgado ordenó despachar la
ejccucion por el principal reclamado y 50.000 pesetas para gastos y
t'ostas. requiriendo de pago a los demandados, con apercibimiento de
embargo y citándoles de remate en forma legaL para lo que se libró el
eOlTespundi('¡llc exhUlia al Juzgado de Distrito dI> lrún.

d) Constituida la comisión judicial en el domicilio de los demanda­
dos de dich,¡ t'alle Bcrgarcch(', 8: d('Irun, «a fin de· proceder al embargo
dI.' la vivienda de la cnlk Cantabria, 76») (es decir, de la que el recurrente
y su esposa poscüm en Baredona) tal embargo no pudo realizarse por
manifestar una vt'cina Que no residían alli desde hada dos años, de todo
lo cual se c,xtcnsió diligencia tit' tedla de 8 de julio de 1985.

d El Jul:gadu, accediendo a lo solicitado por la representaCJón del
«Banco Bilbao, Sociedad Anónima», mt'diante providencia de 20 de
julio de 1985, acordó citar de remate a los demandados mediante la
publicación de edictos en el «Bolctín Oficiah> de la provincia y en el
tablón de anuncios del Juzgado, por considerar que se hallaban en
par<ldero desconocido, acordando, a la vez, el embargo de la vivienda de
su propiedad de la calle Cantabria, 76, piso 8, 3.°, de Barcelona.

Ordenó librar el correspondit~n-te mandamiento para la anotaGan de
\<ll embargo en el Registro de la Propiedad de Barcelona, así como que
se hicina saber a los demandados el ·cmbargo trabado mediant(': la
publicación de edictos.

n Mediante Sentencia de 12 de diciembre de 1985 se mandó seguir
"ldelante la ejecución,- Sentencia quc también fue notificada a 1m
demandados mediante edictos.

Sala ....;eKunda. SC111encia 242/11.)91, de' ló de di('1cmbrc
de /1;1.)1. Rc'curso de amparo 742/1989. COlltra .-Iuto del
Juzgado de Primeflllnstancia nÚI11e'/"O 1 de ,\'on Sebastián.
dICtado ell las aclllacioncs de' ljecución de S('Jll(,llcia. el1
juicio (jccutil'o, Vulneración del derecho a la l/Ilelajlldicial
(/c(/ira<' Acr05 procesales de cOIHunicaci/HI if/s/.(ticientes.

680

J., Antecedenlt's

1. Con fecha de 21 de a,bril de 1989 don Manuel Caraballo CruL
presentó ante este Tribunal un escrito solicitando el nombramiento de
AbQgado y Procurador de oficio a fin de int{'rponer recurso dt'amparo.
1 ras los trámites pertinentes, S(' tuvo por designados de oficio a la
Procuradora y el Abogado don Carlos González Cruz, más como este
último, por escrito de 20 de junio de 1989, manifestó que no encontraba
motivos para· formalizar la demanda de amparo y asimismo la Junta de
Gobicrno del Colegio de Abogados, en el preceptivo dictamen, emitido
el 11 de septiembre siguiente, consideró que la acción cra insostt~nible,

~e dio vista al Ministerio Fist:al, quien con techa de 5 de octubre interesó
('1 sostcnimicl1lO de la atdón de amparo. Finalmente, don Angel Rubio
dd Río, segundo Letrado designado de oficio, a quien la representación
del recurrente, en virtud de lo ordenado por este Tribunal, habia


